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EDITORIAL

En un país legalmente garantista como el 
colombiano, es muy importante proteger los 
derechos de los ciudadanos a ser tratados de 
manera justa por el Estado, con respuestas 
razonables en tiempos razonables. Es pues 
entendible que la legislación administra-
tiva cuente con tiempos precisos para que 
los organismos de tránsito actúen frente a los 
comparendos de tránsito y el cobro de las multas 
por infracciones de tránsito. No obstante, estas 
autoridades territoriales de tránsito han venido 
perdiendo la capacidad de cobro de multas y 
sanciones por infracciones a las normas del 
tránsito.

De conformidad con el artículo 160 de la ley 769 
de 2002, la destinación del recaudo por concepto 
de multas y sanciones por infracciones de 
tránsito, se debe dirigir hacia planes de tránsito, 
educación, dotación de equipos, combustible y 
seguridad vial. No obstante, el no pago de estas, 
por error o inactividad administrativa, perjudican 
la seguridad vial y disminuyen la capacidad 
de control de la conducta humana en la vía, a 
la vez que generan una pérdida de importantes 
recursos públicos que deben ser invertidos en el 
fortalecimiento institucional para la prevención 
de accidentes de tránsito. 

La caducidad y la prescripción de sanciones por 
infracciones de tránsito se han convertido en 
los últimos años en una problemática, digna de 
atención por parte de los organismos de control 
(Superintendencia de Puertos y Transporte y la 
Contraloría General de la República), los cuales 
velan por reducir la pérdida del recurso público 
y favorecer con ello el fortalecimiento institu-

cional de los organismos de tránsito y hacer 
de la prevención y la seguridad vial del país un 
proceso efectivo.

Es importante mirar este problema desde una 
perspectiva abierta, en la que se entiendan 
las múltiples aristas que lo componen. Por 
ello, la Federación Colombiana de Municipios 
– Dirección Nacional Simit, decide, desde su 
Observatorio Colombiano de Infracciones de 
Tránsito (OCINT), realizar esta edición especial 
del Boletín Colombiano de Infracciones de 
Tránsito, dedicado exclusivamente al tema de la 
caducidad y prescripción de multas y sanciones 
por infracciones de tránsito. En esta edición 
encontrarán textos de expertos jurídicos quienes 
explican las características del fenómeno, al 
igual que resultados de ejercicios cuantitativos y 
cualitativos que buscan dar luces sobre causas 
y posibles consecuencias del problema.

En el OCINT somos conscientes que el problema 
de la caducidad y prescripción requiere de 
profundas investigaciones para para tener 
elementos de juicio acertados que favorezcan 
la gestión de la política pública frente al control 
de la conducta humana en la vía. En virtud de 
ello, este boletín es un primer análisis primario 
y aproximado acerca de las posibles líneas de 
investigación que puedan surgir en esta materia. 

Esperamos sea una oportunidad para abrir un 
diálogo fluido y directo entre autoridades de 
tránsito, entes de control y académicos para 
buscar soluciones para esta gran problemática 
que afecta el buen manejo del tránsito y el 
transporte en nuestro país. 

El problema de la caducidad y la prescripción de las 
multas y sanciones por infracciones de tránsito

Editorial
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¿Qué es la caducidad 
y la prescripción de 
sanciones?

De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 2 de la Constitución 

Política,  Colombia es un Estado 
Social de Derecho, organizado como 
República Unitaria, descentralizada 
y con autonomía de sus entidades 
territoriales, lo que implica que cada 
una de ellas deba asumir de manera 
directa competencias al interior de 
su jurisdicción, las cuales deben 
adelantarse con estricto respeto 
a los principios constitucionales y 
legales del debido proceso, legalidad, 
publicidad, celeridad, eficacia y 
eficiencia.

Con la expedición del Código Nacional 
de Tránsito Terrestre, el legislador 
asignó a los entes territoriales, 
competencias expresas en materia 

de tránsito, para conocer de las faltas 
ocurridas en materia de tránsito 
dentro del territorio de su jurisdicción, 
a través del procedimiento administra-
tivo contravencional.

A través de este procedimiento 
administrativo en cabeza de las 
autoridades territoriales de tránsito, 
que se desarrolla en audiencia pública, 
se materializa la potestad sancio-
natoria del Estado, y para ello la 
administración cuenta con términos 
preclusivos y perentorios dentro de los 
cuales debe adelantar las actuaciones 
propias del proceso contravencional 
para determinar la responsabilidad del 
presunto infractor frente a la comisión 
de la infracción de tránsito que se 
endilga.
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En virtud de lo anterior, el legislador 
a través de los artículos 159 y 1611 
del Código Nacional de Tránsito 
Terrestre, ha dispuesto que en materia 
del proceso contravencional que 
adelantan las autoridades territoriales 
de tránsito, pueden presentarse los 
fenómenos jurídicos denominados 
“caducidad y prescripción”.

En relación con la caducidad, el 
artículo 161 ibídem, modificado por 
el artículo 11 de la Ley 1843 de 2017, 
señala que la acción por contraven-
ción de las normas de tránsito, caduca 
en el término de un (1) año, contado a 
partir de la ocurrencia de los hechos 
que dieron origen a ella, lo que obliga 
a la autoridad de tránsito territorial a 

1 ARTÍCULO 161. CADUCIDAD. <Artículo modi-
ficado por el artículo 11 de la Ley 1843 de 2017. 
El nuevo texto es el siguiente:> La acción por 
contravención de las normas de tránsito, ca-
duca al año (1), contado a partir de la ocurren-
cia de los hechos que dieron origen a ella. En 
consecuencia, durante este término se deberá 
decidir sobre la imposición de la sanción, en tal 
momento se entenderá realizada efectivamente 
la audiencia e interrumpida la caducidad.

La decisión que resuelve los recursos, de ser 
procedentes, deberá ser expedida en un térmi-
no de un (1) año contado a partir de su debida 
y oportuna interposición, si los recursos no se 
deciden en el término fijado en esta disposición, 
se entenderán fallados a favor del recurrente.

La revocación directa solo podrá proceder en 
forma supletiva al proceso contravencional y en 
el evento de ser resuelta a favor de los intereses 
del presunto infractor sus efectos serán a futu-
ro, iniciando la contabilización de la caducidad 
a partir de la notificación de la aceptación de su 
solicitud o su declaratoria de oficio, permitien-
do al presunto infractor contar con los términos 
establecidos en la ley para la obtención de los 
descuentos establecidos en la ley o la realiza-
ción de la audiencia contemplados en el Código 
Nacional de Tránsito.

decidir dentro de este término sobre 
la imposición de la sanción a través 
de acto administrativo, con lo cual se 
entiende realizada efectivamente la 
audiencia e interrumpida la caducidad. 
Es errado señalar que lo que caduca 
son los comparendos, ya que este 
por definición legal es solo una orden 
formal de notificación para que el 
presunto contraventor o implicado se 
presente ante la autoridad de tránsito 
por la comisión de una infracción. 

Si por el contrario la administración 
no realiza la audiencia de manera 
efectiva dentro del término de un (1) 
año contado a partir de la imposición 
del comparendo, jurídicamente pierde 
la competencia para continuar con el 
proceso contravencional y sancionar 
al infractor, configurándose entonces 
el fenómeno jurídico de la caducidad 
de la actuación contravencional, con 
las consecuencias de tipo fiscal y 
disciplinario que puedan derivarse 
por las presuntas conductas omisivas 
de quien tenga a cargo la función de 
adelantar la actuación.

En relación con este fenómeno jurídico 
el Ministerio de Transporte a través 
de su Oficina Asesora Jurídica2 ha 
señalado que la caducidad está 
instituida para proteger el interés 
público y no el interés particular, esta-
bleciendo una cortapisa al accionar 
del Estado cuando ha dejado pasar el 
tiempo y no ha iniciado las acciones 
correspondientes.

Importante señalar que de conformidad 
con lo dispuesto en el inciso sexto del 
artículo 136 del Código Nacional de 

2 Concepto MT 20171340037321 del 8 de fe-
brero de 2017.
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Tránsito Terrestre3, si el contraventor o implicado no comparece sin justa causa 
comprobada dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la notificación del 
comparendo, la autoridad de tránsito después de 30 días calendario de ocurrida 
la presunta infracción, debe continuar con el proceso lo que significa aperturar 
la audiencia y decidir sobre la imposición de la sanción, la cual se entenderá 
notificada en estrados aún cuando no se cuente con la presencia del implicado, 
ya que debe entenderse que se abandona a la decisión que tome la administra-
ción, la cual se entenderá jurídicamente válida.

3 ARTÍCULO 136. REDUCCIÓN DE LA MULTA. <Artículo, salvo sus parágrafos, modificado por el 
artículo 205 del Decreto 19 de 2012. El nuevo texto es el siguiente:> Una vez surtida Ia orden de 
comparendo, si el inculpado acepta Ia comisión de Ia infracción, podrá, sin necesidad de otra ac-
tuación administrativa: 1. Cancelar el cincuenta por ciento (50%) del valor de Ia multa dentro de los 
cinco (5) días siguientes a Ia orden de comparendo y siempre y cuando asista obligatoriamente 
a un curso sobre normas de tránsito en un Organismo de Tránsito o en un Centro Integral de 
Atención. Si el curso se realiza ante un Centro Integral de Atención o en un organismo de tránsito 
de diferente jurisdicción donde se cometió Ia infracción, a éste se le cancelará un veinticinco por 
ciento (25%) del valor a pagar y el excedente se pagará al organismo de tránsito de Ia jurisdicción 
donde se cometió Ia infracción; o 2. Cancelar el setenta y cinco (75%) del valor de Ia multa, si paga 
dentro de los veinte días siguientes a Ia orden de comparendo y siempre y cuando asista obligato-
riamente a un curso sobre normas de tránsito en un organismo de tránsito o en un Centro Integral 
de Atención. Si el curso se realiza ante un Centro Integral de Atención o en un organismo de tránsito 
de diferente jurisdicción donde se cometió Ia infracción, a éste se le cancelará un veinticinco por 
ciento (25%) del valor a pagar y el excedente se pagará al organismo de tránsito de Ia jurisdicción 
donde se cometió Ia infracción; o 3. Si aceptada Ia infracción, ésta no se paga en las oportunidades 
antes indicadas, el inculpado deberá cancelar el cien por ciento (100%) del valor de Ia multa más 
sus correspondientes intereses moratorios.

Si el inculpado rechaza Ia comisión de Ia infracción, deberá comparecer ante el funcionario en 
audiencia pública para que éste decrete las pruebas conducentes que le sean solicitadas y las de 
oficio que considere útiles.

Si el contraventor no compareciere sin justa causa comprobada dentro de los cinco (5) días hábiles 
siguientes a Ia notificación del comparendo, Ia autoridad de tránsito, después de treinta (30) días 
calendario de ocurrida Ia presunta infracción, seguirá el proceso, entendiéndose que queda vincu-
lado al mismo, fallándose en audiencia pública y notificándose en estrados.
En Ia misma audiencia, si fuere posible, se practicarán las pruebas y se sancionará o absolverá al 
inculpado. Si fuere declarado contraventor, se le impondrá el cien por ciento (100%) de Ia sanción 
prevista en Ia ley.
Los organismos de tránsito de manera gratuita podrán celebrar acuerdos para el recaudo de las 
multas y podrán establecer convenios con los bancos para este fin. El pago de Ia multa a favor del 
organismo de tránsito que Ia impone y Ia comparecencia, podrá efectuarse en cualquier lugar del 
país.
PARÁGRAFO 1o. En los lugares donde existan inspecciones ambulantes de tránsito, los funciona-
rios competentes podrán imponer al infractor la sanción correspondiente en el sitio y hora donde 
se haya cometido la contravención respetando el derecho de defensa. 

PARÁGRAFO 2o. <Parágrafo adicionado por el artículo 7 de la Ley 1843 de 2017. El nuevo texto es 
el siguiente:> Cuando se demuestre que la orden de comparendo por infracción a las normas de 
tránsito detectada por sistemas automáticos, semiautomáticos y otros medios tecnológicos, no 
fue notificada o indebidamente notificada, los términos establecidos para la reducción de la san-
ción comenzarán a correr a partir de la fecha de la notificación del comparendo.
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Como se evidenció anteriormente, 
la autoridad territorial de tránsito 
por tener la competencia legal para 
adelantar el proceso contravencional, 
en todos los casos debe pronunciarse 
de fondo respecto de la responsabi-
lidad del implicado sobre la infracción 
cometida, lo que indica que no puede 
declararse inhibida para resolver, por 
cuanto no existe en el ordenamiento 
legal otra autoridad en quien se haya 
asignado dicha competencia.

Ahora bien, si el resultado de la 
audiencia adelantada dentro del 
proceso contravencional, es que 
se configura la responsabilidad del 
implicado declarándolo contraventor, 
se impondrá como sanción aquella 
pecuniaria que el legislador ha 
denominado “multa” y que es tasada 
en salarios mínimos diarios legales 
mensuales vigentes dependiendo la 
conducta tipificada y transgredida. 

Una vez ejecutoriada la sanción 
pecuniaria impuesta al infractor de 
las normas de tránsito por parte de 
la autoridad competente, es su deber 
ejecutarla para obtener su pago, y 
de conformidad con lo dispuesto en 
los artículos 140 y 159 del Código 
Nacional de Tránsito Terrestre, dicha 
autoridad está investida de la facultad 
de jurisdicción coactiva para su cobro 
cuando ello sea necesario.

El artículo 159 del citado Código de 
Tránsito, ha señalado que la admi-
nistración cuenta con un término 
especial de tres (3) años contados a 
partir de la ocurrencia del hecho, es 
decir, la imposición del comparendo, 
para proferir y notificar el acto admi-
nistrativo de mandamiento de pago, so 
pena de que se configure el fenómeno 
jurídico de la prescripción, entendido 

como la pérdida del derecho de la 
administración para exigir el cobro del 
valor de la multa impuesta a través de 
la prerrogativa de jurisdicción coactiva.

Debe tenerse en cuenta que la única 
forma de interrumpir la prescripción 
es la notificación del mandamiento 
de pago, acto administrativo con el 
cual inicia el proceso coactivo, ya que 
por tratarse de recursos públicos se 
debe obrar con la mayor diligencia 
para su recuperación, ya que al igual 
que la caducidad, la ocurrencia del 
fenómeno jurídico prescripción, trae 
consigo igualmente consecuencias de 
tipo disciplinario y fiscal frente a los 
funcionarios que omitieron su deber 
de cobro coactivo. 

En conclusión, la ley impone a las 
administraciones locales, el deber de 
actuar de manera diligente dentro de 
los términos especiales otorgados 
por el legislador, para hacer efectivas 
las sanciones por infracciones a las 
normas de tránsito, y así evitar la 
ocurrencia de los fenómenos jurídicos 
de caducidad y prescripción. 
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La caducidad y 
prescripción de sanciones 

en Colombia:

Una mirada al detalle en 
cifras de este fenómeno 

jurídico
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Las cifras de la caducidad y la 
prescripción tienen una importancia 

particular en la descripción del proceso 
contravencional en Colombia. Esto 
se debe a que, de cierta forma, miden 
el desempeño administrativo de las 
autoridades de tránsito en el control 
de proceso contravencional.

Estos fenómenos jurídicos pueden 
ser cuantificados en términos de su 
ocurrencia, asociada a la existencia de 
una orden de comparendos. En este 
sentido, las cifras que se presentan a 
continuación son mediciones que se 
hacen sobre los datos presentes en 
la base nacional de datos del Simit, 
sobre ordenes de comparendos para 
las cuales, existen asociados actos 
administrativos emitidos por las 
autoridades de tránsito declarando 
la caducidad de un acto de compa-
recencia y la prescripción de una 
sanción.

Las cifras que se presentarán, están 
organizadas teniendo en cuenta; 

primero, el proporcionar una medida 
del desempeño administrativo a nivel 
nacional y departamental sobre el 
control del proceso contravencional y 
segundo, evaluar el impacto de estos 
fenómenos jurídicos en variables de 
interés en el contexto de la seguridad 
vial y el transporte. 

Desempeño administrativo
Datos Nacionales

La Figura 1 (a) muestra la cantidad 
anual de declaraciones de caducidad, 
emitidas en el país durante el periodo 
2010-2016.

La Figura 1 (b) muestra la tasa de   
cambio anual, expresada como 
porcentaje de las cifras de declara-
ciones de caducidad. En promedio 
esta tasa de cambio es del 56.5%. Es 
decir que, en promedio, año a año las 
declaraciones de caducidad aumentan 
un 56.5% con respecto al año inmedia-
tamente anterior (ver figura 1). 
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Figura 1: Historico declaraciones de caducidad (2010-2016)
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La Figura 2 presenta el costo económico asociado a las declaraciones de 
caducidad emitidas en el periodo 2010-2016. El costo promedio anual, asociado 
a las declaraciones de caducidad aumenta en 70.2%. Es decir, cada año la 
perdida de dinero por declaraciones de caducidad crece 70% en promedio a nivel 
nacional (ver figura 2).
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Figura 2: Costo declaraciones de caducidad (2010 - 2016)

En cuanto la prescripción, la Figura 3 presenta la cantidad de declaraciones de 
prescripción emitidas durante el periodo de 2010-2016. El promedio anual de 
su tasa de variación es de 66%. 2012 es un año atípico en donde este tipo de 
resoluciones aumento 336%, dado que Bogotá durante este periodo, hizo un 
proceso de depuración de su cartera (ver figura 3).
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El costo monetario de la prescripción se muestra en la Figura 4. En el es evidente 
que las declaraciones de prescripción anualmente aumentan 68,2% (ver figura 4). 

Figura 3: Historico declaraciones de prescripción (2010-2016)
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Figura 4: Costo declaraciones de prescripción (2010 - 2016)
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En Colombia la infracción con mayor nivel de caducidad entre 2010 y 2016 fue el 
exceso de velocidad (C29), seguida por el tránsito en sitios restringidos a horas 
prohibidas (C14) y adoptar conductas que pongan en riesgo a terceras personas 
(H03).

Caducidad y prescripción a través del tipo de vehículo y vía
La caducidad y la prescripción son un fenómeno que se presenta con mayor 
frecuencia sobre multas y sanciones impuestas en vías urbanas. En su mayoría, la 
caducidad se presenta más en automóviles y la prescripción en motocicletas (ver 
figura 5).
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Que pasa en los 
organismos de tránsito 
y otras preguntas 
sobre la caducidad 
y la prescripción

La caducidad y la prescripción de 
multas y sanciones por infracciones 

de tránsito, son fenómenos complejos 
y sistémicos, que más allá de las impli-
caciones jurídicas o administrativas 
que pueden traer para los funcionarios 
públicos, son una muestra de la 
dificultad inherente a la labor del 
día a día de los funcionarios en los 
organismos de tránsito, así como su 
modelo de funcionamiento, operación 
y control del proceso contravencional 
en nuestro país. Algo que, por demás, 
genera un impacto muy fuerte en el 
efecto disuasorio que deberían tener 
las multas y sanciones de tránsito 
sobre los comportamientos riesgosos 
de conductores y peatones.

La Federación Colombiana de 
Municipios – Dirección Nacional Simit, 
a través de su Observatorio Colombiano 
de Infracciones de Tránsito (OCINT), 

ha aplicado ejercicios cualitativos 
para conocer la percepción de los 
funcionarios en los organismos de 
tránsito, frente a las causas por las 
cuales se genera el fenómeno de la 
caducidad y la prescripción de multas y 
sanciones por infracciones de tránsito. 

En el marco del séptimo congreso 
nacional de autoridades de tránsito 
se realizó un taller participativo 
participaron más de 300 directores, 
secretarios e inspectores de tránsito 
y se realizaron una serie de visitas a 
algunas de sus oficinas. De esta manera, 
se logró un primer acercamiento de 
fondo a esta problemática donde 
se recopilo información útil para 
empezar a comprender algunas de 
sus principales causas y ofrecer una 
solución efectiva frente a su control y 
reducción.
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En este escenario se subdividieron 
los organismos de tránsito buscando 
crear mesas de trabajo con grupos 
de 7 a 10 funcionarios provenientes 
de municipios con características 
similares. Para lograr una distribución 
adecuada de los grupos de trabajo, 
se diseñó un indicador a partir de las 
siguientes variables: 1. Cantidad de 
población según datos del DANE  2. 
Número de muertos en siniestros de 
tránsito según información preliminar 
del Instituto Nacional de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses. 3. Tasa 
de mortalidad promedio durante los 
últimos 5 años, calculada con las cifras 
oficiales de mortalidad vial de Medicina 
Legal. 4. Indicadores de caducidad 
de compa¬rendos y prescripción de 
resoluciones, calculado con base en 
los registros de infor¬mación que 
reposan en la base de datos Simit.

En cada una de las mesas de trabajo 
se buscó desarrollar un proceso de 
ideación siguiendo una metodología de 
trabajo participativa que fue adaptada 
desde las ideas del pensamiento de 
diseño de Ideo y la Universidad de los 
Andes (Agudelo & Lleras, 2015) (Ideo, 
2015). 

La metodología dividió el trabajo 
en 3 momentos: en primer lugar, 

se presentó las características del 
problema. Posteriormente al interior 
de cada una de las mesas de trabajo, 
donde se encontraba un funcionario 
de la Dirección Nacional Simit 
como moderador de la discusión, 
se empezaron a buscar posibles 
causas al problema. Las distintas 
opiniones se agruparon en pequeños 
cúmulos de ideas que posteriormente 
podrían ayudar a construir una causa 
consensuada del problema. Por último 
se buscó proponer soluciones a la 
problemática desde la perspectiva de 
cada participante.
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Todas las posibles causas y conse-
cuencias del problema fueron cruzadas 
para seleccionar un grupo que se define 
como las causas principales, según lo 
planteado por los funcionarios de cada 
organismo de tránsito. El resultado del 

Tipología de las problemáticas Algunas propuestas

Conocimiento del proceso contraven-
cional Gestión del conocimiento

Falta de personal Gestión del conocimiento

Problemas éticos de funcionarios Mayor control por parte de las 
contralorías territoriales

Falta de acceso a la información del 
RUNT

Permitir el acceso a la información del 
SOAT de manera gratuita 

Falta de recursos tecnológicos 
suficientes

Contar con un software para proceso 
contravencional

Dificultad de controlar el proceso de 
cobro

Descentralizar el proceso de pago a 
nivel local

Dificultad de notificación del infractor Compartir información entre entidades 
del Estado para identificar a infractores

Capacidad de negociar deuda Proyecto de ley de amnistía

Según los funcionarios participantes, 
existen falencias significativas en el 
conocimiento de los procesos y proce-
dimientos propios del proceso contra-
vencional. Los tiempos adecuados de 
actuación, los tiempos de ejecución 
de la caducidad y la prescripción, los 
recursos jurídicos existentes tanto 
para los ciudadanos como para los 
organismos de tránsito, las causas para 
la absolución de un comparendo, etc. 
Resulta necesario entonces realizar de 
manera reiterada capacitaciones sobre 

la importancia del control efectivo y el 
uso de los comparendos, como medio 
para cambiar comportamientos viales. 
También resulta necesario conocer 
de los recursos tecnológicos que 
tienen los organismos de tránsito para 
ejercer el proceso contravencional. 
Los Software de proceso contraven-
cional, el acceso a internet entre otras. 

Algunas de estas causas y posibles 
soluciones han llevado al Simit a 
actuar a lo largo del año para apoyar 

ejercicio de recolección de información 
llevó a las siguientes conclusiones que 
dan cuenta de las principales causas 
a nivel nacional por las cuales se 
produce la caducidad y la prescripción:
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a los Organismos de tránsito. Entre 
ellas se puede resaltar: la distribución 
de un Sistema de gestor de Tránsito 
del Simit (SGTS), el apoyo al proyecto 
de ley de amnistía a conductores y las 
mejoras a la ficha de gestión municipal 
para incluir alertas de caducidad y 
prescripción. 

Tomando en cuenta que varios de los 
resultados del taller demuestran que 
algunas de las causas principales 
están relacionadas con conocimientos 
y capacidades de los funcionarios 
que laboran en los organismos de 
tránsito, al igual que los recursos 
físicos y tecnológicos con los que 
cuentan para realizar su labor, se 
decidió realizar visitas a terreno para 
conocer de primera mano cuales 
eran las condiciones en las cuales 
se están ejerciendo los ejercicios de 
control local. En medida de lo anterior 
se realizaron 4 visitas técnicas a los 
siguientes municipios: 

•	 Acacias Meta

•	 Acandí, Choco

•	 Funza, Cundinamarca 

•	 Ocaña, Norte de Santander

Se trató de cuatro municipios con 
características muy diferentes frente 
a su parque automotor, tamaño y 
características regionales y culturales, 
más aun, municipios con Autoridades 
de Tránsito muy diferentes. Acacias 
y Funza con una secretaria de 
tránsito altamente consolidada y 
estructurada, Ocaña con un sistema 
basado en el manejo concesionado del 
proceso contravencional con buenos 
resultados, Acandí con el inicio de 
formalización de su sistema de control. 

De estas visitas se puede llegar a la 
conclusión de que los problemas a los 
que se enfrentan los organismos de 
tránsito son muy variados. En algunos 
casos el desconocimiento de algunos 
detalles de la legislación vigente y los 
procesos que conllevan para realizar un 
completo proceso contravencional son 
el principal problema, en otros casos 
se evidenció una falta de recursos 
tecnológicos o financieros para 
alcanzar a recorrer el proceso contra-
vencional en su totalidad. Pero con 
forme se aumentan las capacidades 
de los organismos, sus dificultades 
para evitar la caducidad y prescripción 
no disminuyen. La notificación de los 
infractores y los procesos de cobro 
coactivo resulta ser cada día más algo 
más difícil.

A manera de conclusión es preciso 
decir que las causas de la caducidad 
y la prescripción son múltiples y 
varían en función de variables como 
el tamaño del organismo, su ubicación 
geográfica, la presencia tradicional 
del Estado, los conocimientos de los 
funcionarios entre otras. Aún queda 
mucho por investigar para conocer 
a profundidad la totalidad de las 
causas asociadas a este fenómeno, 
para empezar a pensar en soluciones 
definitivas.


